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El nuevo reglamento de la Vivien-
da de Protección Pública de la Ge-
neralitat Valenciana que se en-
cuentra en proceso de tramita-
ción para su aprobación final su-
pone para el sector y, sobre todo 
para la población con más dificul-
tades de acceso a una vivienda, un 
motivo de esperanza. El sector en 
su conjunto entiende y agradece 
que el problema de la vivienda es-
té en la agenda política, que sea 
fruto de reflexión, debate, análisis 
y propuestas. Pero, sobre todo, 
agradece que se materialice en 
medidas concretas, como es el 
futuro decreto que modificará el 
reglamento de la Vivienda de 
Protección Pública en la Comuni-
dad Valenciana, un cambio nor-
mativo que pretende ayudar al 
objetivo común de poner en el 
mercado viviendas de calidad a 
precios asequibles, especialmen-
te a esa población con mayores 
dificultades.  

Entendemos que las garantías 
que ofrece al sector de la 
construcción esta nue-
va reglamentación fa-
cilitarán a los promoto-
res el interés por cons-
truir vivienda de natu-
raleza pública. Las me-
didas que en él se con-
tienen en cuanto a las 
condiciones técnicas, 
las dimensiones, los re-
gímenes de su carácter 
público en el tiempo, o 
la reserva para grupos 
de población concretos 
son positivas. El ajuste 
que permite en el precio 
del módulo también es 
un acicate y un impulso 
para crear vivienda para 
estos sectores. El borra-
dor de decreto apunta  
–y con acierto– en es-
tablecer medidas para 
la población menor de 
35 años o en los casos de 
familias monoparenta-
les. Todo ello, a expen-
sas de algunas cuestio-
nes técnicas que que-
dan pendientes de re-
solver, es un buen ca-
mino para atajar esta 
cuestión que tiene un 
impacto social tremen-
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Tribuna do y que, además, también afecta a 
los sectores de la construcción y la 
promoción inmobiliaria. El decre-
to también debería recoger algu-
nas peculiaridades a la realidad del 
mercado de la vivienda, como de la 
renta, en las áreas rurales o muni-
cipios más pequeños, que tienen 
un realidad socioeconómica que 
necesita medidas correctoras es-
pecíficas.  

Pero para agilizar el desarrollo y 
lograr con garantías las metas 
propuestas de unas 1.500 vivien-
das de carácter público anuales en 
la Comunidad Valenciana son ne-
cesarios otros cambios que afectan 
a otras normas en cuanto al proce-
dimiento administrativo. La nor-
ma autonómica de julio, el decreto 
ley 7/2024 ayuda y va en esa línea, 
pero es importante un consenso 
en cuanto a la modificación de las 
normas autonómicas y estatales 
que permita una mayor celeridad 
en la tramitación y, por lo tanto, 
un menor coste en el proceso pre-

vio de cada proyecto.  
Hace unos días, la 

Diputación Provincial 
de Alicante organizó 
un foro sobre Derecho 
Urbanístico en la Co-
munidad Valenciana, 
donde se abordó entre 
otras cuestiones 
asuntos vinculados a 
la lentitud lacerante 
en la tramitación de 
licencias en todos los 
ayuntamientos de Es-
paña, no sólo de la 
provincia. La conclu-
sión a grandes rasgos 
la compartimos: son 
necesarios cambios 
más profundos para 
desenmarañar el pro-
ceso de inicio de una 
obra de vivienda, más 
cuando ésta es de ca-
rácter público. Des-
cargar la batería de 
impuestos en cada 
paso, que repercuten 
en el precio final de la 
vivienda y genera de 
manera más ágil suelo 
para vivienda en zo-
nas urbanas consoli-
dadas. Hay herra-
mientas suficientes, 

más allá de la dotación de personal 
a los municipios para las áreas de 
urbanismo y licencias urbanísti-
cas. Tienen que ver con la mejora 
de la figura ya operativa de las En-
tidades Colaboradoras Urbanísti-
cas (ECUV), con ampliar la posibi-
lidad de la declaración responsable 
en el proceso de desarrollos de de-
terminados proyectos y del con-
cepto abordado por la Generalitat 
en el decreto ley 7/2024 sobre el 
silencio positivo a favor del admi-
nistrado.  

Las administraciones públicas 
deberían acometer otra serie de 
medidas de impacto directo a fa-
vor de la población que busca y ne-
cesita una vivienda. Son medidas 
aplicadas en otros estados de la 
Unión Europea con cierto éxito, 
que básicamente tienen que ver 
con un tipo de IVA específico y su-
perbonificado para la compra de 
vivienda de protección pública. O 
establecer garantías de acceso al 
crédito para determinados grupos 
de población que les permita fi-
nanciación para la compra de una 
vivienda de protección pública, vía 
subvención a fondo perdido, vía 
tope al tipo de interés para este ti-
po de operaciones.  

Sin duda es fundamental que en 
este objetivo que todos comparti-
mos también se sumen todas las 
administraciones. Sería una exce-
lente noticia la suma de los esfuer-
zos de la conselleria con el minis-
terio, o viceversa, que daría un re-
sultado multiplicador a favor de la 
ciudadanía.  

En definitiva, las normas y pro-
puestas actuales van en la buena 
dirección, porque inciden en la ge-
neración de una oferta de vivienda 
pública que era inexistente porque 
las condiciones establecidas eran 
imposibles. Hoy, todo parece que 
está en tránsito de cambio en posi-
tivo. Se han dado pasos loables y 
muy significativos, pero quedan 
otras reformulaciones legales que 
deben abordar al unísono la admi-
nistración central y autonómica 
para poder despegar en el empeño 
de poner en el mercado vivienda 
para todos los colectivos y grupos 
de población. La vivienda como 
derecho social tiene que ser, ade-
más, un derecho factible. Camine-
mos juntos. n
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El calzado camina por la senda de 
la sostenibilidad. El futuro pasa-
porte digital permitirá garantizar 
la trazabilidad de los distintos 
componentes de los zapatos, lo 
que favorecerá la transparencia en 
el sector. Así se puso de manifiesto 
durante una mesa organizada por 
la patronal Avecal, dentro de un ci-
clo de conferencias sobre sosteni-
bilidad financiado por la Conselle-

ria de Innovación, Industria, Co-
mercio y Turismo. 

La presidenta de Avecal, Marián 
Cano, destacó que «el objetivo de 
estas jornadas es la sensibilización 
del sector para que continúe pre-
parándose de cara al cumplimien-
to de las distintas normativas eu-
ropeas en materia de sostenibili-
dad». «El tsunami legislativo que 
viene de Europa no debe ahogar a 
nuestras empresas, sino que debe 
ayudarlas a que puedan incre-
mentar su competitividad», con-
cretó la representante empresa-

rial. Por su parte, la consellera de 
Innovación, Nuria Montes, desta-
có que «el calzado va a ser un vec-
tor clave en el proceso de reindus-
trialización de la Comunitat», con 
el objetivo de que la industria va-
lenciana «genere el 20% del PIB 
regional».   

El responsable de Sostenibili-
dad de Avecal, Aitor Boiza, dirigió 
como moderador la mesa de ex-
pertos que ha estado formada por 
Borja Mateu, de Inescop, Elena 
Mariel, de Iristrace, y José Fuster, 
de Banco Sabadell. n

Los fabricantes de 
calzado se preparan 
para el pasaporte digital
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Avecal analiza en unas jornadas los 
beneficios de la nueva herramienta

Construcción de viviendas de protección oficial en Playa de San Juan, en una imagen de archivo.
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